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Doctora: 

MARIA NANCY GARCIA GARCIA 
Magistrada Ponente- Sala Laboral 
E.                          S.                        D. 

 
REFERENCIA: ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA  
DEMANDANTE: OSCAR JULIO RUIZ GARCIA 
DEMANDADO:  COLPENSIONES       

RADICACIÓN: 76001310501220180061500 
ASUNTO:                 ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 
 

GLORIA MAGDALY CANO, mayor de edad, identificada con cedula de ciudadanía No. 
1.130.671.842 de Cali, (Valle), y T.P. No. 224.177 del C. S. de la J., actuando conforme al poder 
de sustitución otorgado por la Dra. MARIA JULIANA MEJIA GIRALDO, identificada con la 

cedula de ciudadanía No. 1.144.041.976 de Cali (Valle), y T.P. No. 258.258 del C. S. de la J., en 
su calidad de representante legal suplente de la firma MEJIA Y ASOCIADOS ABOGADOS 
ESPECIALIZADOS S.A.S., bajo el NIT 805.017.300-1 y en representación de la Administradora 

Colombiana de Pensiones- Colpensiones, para realizar las actuaciones necesarias para la defensa 
jurídica de esta Entidad dentro del proceso del asunto, mediante poder general otorgado mediante 
la escritura pública No. 3373 del 02 de septiembre de 2019 de la Notaria novena (09) del Circulo 

de Bogotá., por medio del presente escrito, dentro del término legal me permito descorrer el 
traslado conferido para ALEGAR DE CONCLUSIÓN en el proceso de la referencia, de acuerdo 
a los siguientes planteamientos. 

 

El reconocimiento y pago de la reliquidación de la pensión de vejez bajo los lineamientos del 

Decreto 758 de 1990, aplicando una tasa de reemplazo del 90% y el IBL que resulte más favorable 

acumulando tiempos públicos y privados, así mismo se le reconozca y pague el retroactivo 

pensional que se cause por diferencias pensionales. 

Para el caso en concreto se debe aplicar lo que ha considerado la jurisprudencia que tal posibilidad 

no procede respecto de pensiones de vejez previstas en los Acuerdos expedidos por el Instituto 

demandado, específicamente el vigente en el término inmediatamente anterior a la Ley 100 de 

1993, el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por Decreto 758 del mismo año, pues cuando el 

Parágrafo Primero del Artículo 36 de la Ley 100 de 1993 alude a tal medida, remite es al artículo 

33 de ese cuerpo normativo, esto es, a la pensión de vejez del Sistema General de Seguridad 

Social Integral allí concebido, no a la pensión de esa naturaleza que otorgara el demandado 

conforme a sus Acuerdos y que aún subsiste por el régimen de transición. 

En sentencia SL16104-2014, del 5 de noviembre de 2014 rad.44901, así se recordó tal postura 

jurisprudencial: 

“Esta Corporación en pacífica y reiterada jurisprudencia, ha señalado que para los beneficiarios 

del régimen de transición cuyo régimen anterior sea el del Seguro Social contenido en el A. 

049/1990, aprobado por el D. 758 del mismo año, la exigencia del número de semanas debe 

entenderse como aquellas efectivamente cotizadas al I.S.S., puesto que en el aludido acuerdo no 

existe una disposición que permita adicionar a las semanas cotizadas, el tiempo servido en el 

sector público, como sí acontece a partir de la L. 100/1993 para las pensiones que se rijan en su 

integridad por ella, o como también puede ocurrir respecto a la pensión de jubilación por aportes 

prevista en la L. 71/1988, según el criterio expuesto en sentencia CSJ SL44572014.” 
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Conforme a lo expuesto por el máximo tribunal, no es posible la acumulación de tiempos públicos 

y privados. Frente a los incrementos, se debe acudir a los términos de la norma que l regulaba, 

de los que es posible colegir que no son parte integrante de la pensión de vejez y estaban sujeto 

a la condición de tener cónyuge o compañero que dependa económicamente del beneficiario y no 

disfrute de una pensión e hijo menor de edad o en condición de discapacidad a cargo que de 

conformidad con lo consagrado en la sentencia SU 140 DE 2019, los mismos desaparecieron de 

la vida jurídica con la expedición de la Ley 100 de 1993, esto es a partir de su entrada en vigencia, 

respecto aquellos afiliados que configuraron su derecho pensional con posterioridad al 1º de abril 

de 1994. 

Por otra parte de conformidad con lo previsto por el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990 y para 

el caso de los hombres, para obtener el derecho a la pensión de vejez se requiere acreditar 60 

años de edad y haber cotizado 1000 semanas en cualquier tiempo o 500 dentro de los 20 años 

anteriores al cumplimiento de esa edad. 

Ahora bien, en relación con el cómputo del tiempo cotizado, ha sido clara la jurisprudencia del 

órgano de cierre de la jurisdicción laboral, en relación con que los mismos deben ser cotizados de 

manera exclusiva al ISS; así mismo ha manifestado en relación con el tiempo público que sí puede 

ser acumulado con las cotizaciones efectuadas a la referida entidad de seguridad social, pero solo 

para efectos de aplicar otras disposiciones y no, para el Acuerdo 049 de 1990, tal y como se extrae 

del siguiente aparte. 

“En ese orden, debe empezar la Sala por decir que acertó el Tribunal al no acoger la tesis del 

apelante en el sentido de no aplicar las previsiones del Acuerdo 049 de 1990, así como tampoco 

«quien para completar el número de semanas exigido en el Acuerdo 049 de 1990, suma tiempos 

laborados en el sector público y excluye que el actor reúne el requisito de las 1.000 semanas en 

cualquier tiempo», por considerar que tal proceder era indebido «por cuanto el citado acuerdo no 

hay disposición alguna que permita sumar otras cotizaciones efectuadas a cajas, fondos o 

entidades de seguridad social del sector público o privado, como si lo autorizaba la Ley 100 para 

las pensiones de vejez que se regían íntegramente por ella», pues tales consideraciones se 

advienen al criterio de ésta Corporación, según el cual no es posible la suma de cotizaciones o 

tiempo de servicios del sector público con cotizaciones privadas realizadas al ISS para adquirir el 

derecho a la pensión de jubilación con fundamento en el Acuerdo 049 de 1990, por parte de 

personas que son beneficiarias del régimen de transición del régimen de transición de artículo 36 

de la Ley 100 de 1993…” 

Respecto del valor normativo de las sentencias de la Corte Suprema de Justicia, inclusive, su 

homóloga constitucional ha manifestado que las decisiones adoptadas por la primera deben ser 

atendidas por todos los jueces que conforman esa jurisdicción, sin que puedan apartarse de ellas 

a su arbitrio, pues ello solo es posible bajo un sólido argumento justificativo. 

Que de conformidad con los fundamentos jurídicos planteados por el demandante, es menester 

indicar que respecto a la posibilidad de acumular todos los periodos cotizados, para que se aplique 

el Decreto 758 de 1990, al respecto, los criterios indicados por la Honorable Corte Constitucional 

mediante la Sentencia SU-769 de 2014, COLPENSIONES los desarrolló a través de la Gerencia 

Nacional de Doctrina - Vicepresidencia Jurídica y Secretaria General con la emisión del Concepto  
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BZ_2016_5123509 del 19 de mayo de 2016, que estableció las condiciones de aplicación de la 

providencia del Alto tribunal que se pretende aplicar al caso bajo estudio. “Se precisan por este 

medio las condiciones para la aplicación del concepto BZ_2016_5123509 de 19 de mayo de 2016, 

a través de la cual se establecieron los lineamientos para la implementación de directrices en 

cumplimiento de la Sentencia SU – 769 de 2014, en los siguientes términos: 

Las criterios jurídicos que deben tomarse para determinar si una persona reúne los requisitos para 

acceder al reconocimiento de la pensión de vejez contemplada en el artículo 12 del Acuerdo 049 

de 1990, aprobado por el Decreto 758 de 1990, a la luz de los fundamentos jurídicos esgrimidos 

por la Corte Constitucional en la Sentencia SU – 769 de 2014, son los siguientes: 

1. Edad: 60 años hombres y 55 años mujeres 

2. Tiempo: Dos modalidades a saber: i. 500 semanas dentro de los 20 años anteriores al 

cumplimiento de la edad establecida, o, ii. 1000 semanas en cualquier tiempo. 

3. Para acreditar las semanas, en cualquiera de las dos modalidades, se deben tener en cuenta: 

i. Los tiempos cotizados al entonces Instituto de Seguros Sociales, a través de empleadores 

públicos, privados o como independientes. ii. Los tiempos cotizados a Colpensiones a través de 

empleadores públicos, privados o como independientes. iii. Los tiempos laborados y no cotizados 

con empleadores públicos. iv. Los tiempos cotizados con otras entidades o cajas de previsión 

social, públicas y privadas. 

4. El cómputo de los tiempos cotizados o laborados establecido en el numeral anterior, deberá ser 

aplicado para resolver las solicitudes de reconocimiento pensional en las que el derecho a la 

pensión de vejez, en los términos establecidos en el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, se cause 

o adquiera a partir de la fecha de comunicación de la Sentencia SU – 769 de 2014, 16 de octubre 

de 2014, según 2 Ven por tu futuro comunicado No. 40 de la Corte Constitucional, en la medida 

que el Alto Tribunal no le confirió efectos retroactivos al fallo unificador.” 

Adicionalmente, debe indicarse la única norma que permite liquidar la pensión de vejez desde el 

45% al 90% del ingreso base de liquidación es el Decreto 758 de 1990, siempre y cuando los 

tiempos laborados sean cotizados exclusivamente al ISS hoy COLPENSIONES, y revisada la historia 

laboral de la asegurada se observa que 1.053 semanas son cotizadas a Colpensiones, razón por 

la cual le correspondería a un porcentaje de 78%, y al realizar una nueva liquidación, con 1.053 

semanas, utilizando una tasa de reemplazo con las semanas cotizadas y con la normatividad ya 

señalada la cual dio un porcentaje del 78%, sobre el Ingreso Base de Liquidación, el cual fue 

actualizado anualmente con el Índice de Precios al Consumidor certificado por el Departamento 

Nacional de Estadística DANE., arrojando un valor de mesada actual de $781.242, siendo este 

valor igual al reconocido inicialmente no obstante a través de la resolución SUB 302300 DE 2018, 

aportada en la demanda, se observa que COLPENSIONES reliquidó la pensión de vejez a partir 

del 16 de agosto de 2015 dando aplicación a lo reglado en la Ley 71 de 1981, con un IBL de 

1343288 y una tasa de reemplazo del 75% arrojando una mesada de 1.007.466 para el año 2015, 

y para la calenda 2018 de 1.184.047.oo ENCONTRANDOSE reliquidada la prestación económica 

con la normatividad más favorable y aplicable para el demandante. 

Finalmente se indica que por sustracción de materia, al no proceder la reliquidación de la pensión 

de vejez del demandante con fundamento en lo consagrado en el Acuerdo 049 de 1990, no 

proceden los incrementos pensionales por persona a cargo, frente al caso igualmente se recurre  
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a lo consagrado en la Sentencia 140 de 2019 en la cual se indica que los mismos fueron objeto 

de derogatoria orgánica con la expedición de la Ley 100 de 1993, esto es a partir de su entrada 

en vigencia, para todos aquellos que configuraron su derecho pensional con posterioridad al 1º 

de abril de 1994, inclusive para aquellos que llegaron a ser beneficiarios de la transición. 

Así las cosas, el demandante no cumple con el lleno de los requisitos para acceder a las 

pretensiones de la demanda, por tal razón solicito a su señoría absolver a mi representada, basado 

en las razones expuestas. 

A su vez solicito al despacho realizar notificaciones de cualquier auto, de todas las actuaciones 

que suceden durante el proceso y cuando dicte sentencia al correo electrónico 

secretariageneral@mejiayasociadosabogados.com 

Cordialmente, 

 
GLORIA MAGDALY CANO 
C.C. No. 1.130.671.842 de Cali, Valle 
T.P. No. 224.177 del C. S. de la J. 
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Doctora: 

MARIA NANCY GARCIA GARCIA 
Magistrada Ponente- Sala Laboral 
E.                          S.                        D. 

 
REFERENCIA: ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA  
DEMANDANTE: OSCAR JULIO RUIZ GARCIA 
DEMANDADO:  COLPENSIONES       

RADICACIÓN: 76001310501220180061500 
 
ASUNTO: PODER ESPECIAL  

 
MARIA JULIANA MEJIA GIRALDO, identificada con la cedula de ciudadanía No. 1.144.041.976 
de Cali (Valle), en mi calidad de representante legal suplente de la firma MEJIA Y ASOCIADOS 

ABOGADOS ESPECIALIZADOS S.A.S., bajo el NIT 805.017.300-1 sociedad con domicilio 
principal la ciudad de Cali constituida mediante escritura pública No. 1297 del 04 de julio de 2010 
de la Notaria Cuarta (04) de Cali  inscrita en cámara y comercio el 06 de julio de 2015 con el No 

9038 del Libro IX y reformada mediante escritura pública 2082 del 08 de junio de 2015 de la 
Notaria cuarta (04) de Cali inscrita en cámara y comercio el 02 de julio de 2015 con el No. 9038 
del libro IX, actuando en nombre y representación de la Administradora Colombiana de Pensiones-

Colpensiones para realizar las actuaciones necesarias para la defensa jurídica de esta Entidad 
dentro del proceso del asunto, mediante poder general otorgado mediante la escritura pública No. 
3373 del 03 de septiembre de 2019 de la Notaria novena (09) del Circulo de Bogotá. 

 
A su vez, manifiesto que a través del presente escrito SUSTITUYO poder a la Doctora GLORIA 
MAGDALY CANO, igualmente mayor y vecina de esta ciudad, identificada con la cédula de 

ciudadanía No. 1.130.671.842 expedida en Cali y portadora de la Tarjeta Profesional No. 224.177, 
la apoderado queda facultada para presentar los alegatos de conclusión.   
 

En consecuencia, sírvase reconocer personería a la Doctora GLORIA MAGDALY CANO, en los 
términos del presente mandato. 
 

Renuncio a término de notificación y ejecutoria del auto favorable. 
 
De usted, respetuosamente, 

 
 
 
 

 
____________________________ 
MARIA JULIANA MEJIA GIRALDO 

C.C. No. 1.144.041.976 de Cali 
T.P. No. 258.258 del C. S. J.                               
 

 
 
 

Acepto, 
 

 
___________________________ 
GLORIA MAGDALY CANO 

C.C. No 1.130.671.842 expedida en Cali 
T.P. No. 224.177 del C. S. J. 
 


